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MIEMBROS: Señoras Representantes Beatriz Argimón y Daniela Payssé y señores Representantes 
Gustavo A. Espinosa, Gonzalo Novales y Edgardo Rodríguez. 


ASISTE: Señor Representante Edgardo Ortuño. 


INVITADOS: Señoras educadora social Bettina Salas; psicóloga Adriana Molas, Coordinadora; licenciada 
Gabriela Ziliani, Secretaria; y señores Juan Fumeiro y Luis Pedernera, Coordinador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Cocco Soto).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos la bienvenida a una delegación del Comité de los Derechos del Niño - Sección Uruguay, integrada por 
la educadora social Bettina Salas, por la licenciada Gabriela Ziliani y la psicóloga Adriana Molas y por los 
señores Juan Fumeiro y Luis Pedernera, y agradecemos que hayan respondido rápidamente a nuestra 
convocatoria. 


SEÑOR ESPINOSA.- Es un gusto que hoy el Comité de los Derechos del Niño - Sección Uruguay se 
haya hecho presente para conversar sobre esta problemática que nos preocupa y nos atañe a todos 
como es la minoridad en infracción con la ley. 


En este sentido, en estas últimas horas ha tenido lugar un número muy importante de acontecimientos y no 
creo que se pueda señalar algún matiz de diferencia con el contenido del informe realizado por el Comité en 
oportunidad de formular un diagnóstico sobre la situación de la Colonia Berro. 


Entonces, con el respeto de los colegas, me voy a permitir formular solo una pregunta concreta en esta etapa 
de la reunión -después seguiremos conversando y preguntando en instancias posteriores- que, seguramente, 
va a ser el puntapié inicial para que los integrantes del Comité se puedan explayar sobre su informe, los 
alcances, los contenidos, los conceptos, las recomendaciones, etcétera. 


Las pregunta concreta es: ¿existen realmente violaciones a los derechos humanos en la Colonia Berro? 


SEÑOR PEDERNERA.- Soy miembro de la coordinación del Comité de los Derechos del Niño - 
Sección Uruguay. 


En primer término, agradecemos a la Comisión la invitación. 


Quiero señalar que algunos de los que estamos aquí presentes somos integrantes de la coordinación de la 
coalición que nuclea a veinticuatro organizaciones no gubernamentales y nos encargamos de hacer el 
seguimiento de la aplicación de la Convención; también están con nosotros algunos compañeros que 
participaron de la visita que se hace en el marco de un grupo de trabajo que tenemos, que funciona desde el 
año 1991, que se encarga del seguimiento a los sistemas carcelarios juveniles o adolescentes. Es uno de los 
grupos históricos más viejo de la coalición. 


Debo decir que nuestra coalición surge cuando Uruguay ratifica la Convención de los Derechos del Niño, en 

función de sus últimos artículos, que mandatan al Estado a presentar informes quinquenales a un Comité que 

funciona en la órbita de las Naciones Unidas. Desde ese momento, preocupado por la situación de los niños y 
adolescentes privados de libertad, nuestra coalición creó este grupo. 


Este es el grupo que más permanencia ha tenido en nuestra coalición. Hemos tenido también otros grupos 
como el relacionado con los niños internados en clínicas psiquiátricas, pero este, reitero, es el que más 
actividad ha tenido en el tiempo y el que ha permanecido con mayor constancia. 


En ese marco, realizamos el informe que se conoció públicamente. Se trata de uno de los métodos de trabajo 
que tiene el grupo. Este método está basado en estándares internacionales de visitas a centros de detención. 
Concretamente, nosotros usamos un manual específico sobre monitoreos de centros de detención que 
pertenece a la Asociación para la Prevención de la Tortura, que es una Organización No Gubernamental que 
funciona en Ginebra. Ese manual y el saber acumulado de nuestra coalición han sido los elementos utilizados 
para el monitoreo, que no es el primero y que tampoco será el último. 


Para nuestra coalición, la situación de los adolescentes privados de libertad históricamente ha sido 
preocupante. El ámbito de privación de libertad es un lugar propicio para la violación de los derechos 
humanos. Toda la estrategia que piensa la Convención de los Derechos del Niño se orienta a la reducción de 
la violencia, que en sí misma contienen las instituciones de encierro. 


En esta última visita hemos constatado violaciones a los derechos de los adolescentes allí alojados. Pero ese 
informe no aparece mágicamente. Ya en el año 2006 habíamos estado en la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos en una audiencia temática -que es uno de los métodos de trabajo de la Comisión 
Interamericana- sobre la situación de los adolescentes privados de libertad. En esa audiencia, en la que estuvo 
presente el Estado a través de su representante en la misión en Washington, planteamos -entre varias cosas- 
nuestra preocupación por algunos sucesos de malos tratos, por la medicación psiquiátrica compulsiva que se 
aplicaba en los centros de detención y por las 23 horas de encierro, que es una constante histórica. Pero este 
no es un hecho de esta Administración; es un hecho que se mantiene históricamente. Lo preocupante para 
nuestra coalición es que no se haya podido revertir ese problema de encierro compulsivo de los adolescentes 
en las celdas por 23 horas con los esfuerzos de recursos materiales y humanos. Quiero recordar que la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos en sus 
fallos fija estándares más bajos para niños que para adultos a la hora de evaluar si un trato es inhumano o no. 
Entonces, entre otras cosas, la Comisión Interamericana considera trato inhumano y degradante las 23 horas 
de encierro en una celda a oscuras, sin luz. En ese sentido, de acuerdo con los estándares internacionales, 
nosotros hemos visto un trato que no se adecua a las normas internacionales que nuestro país ratificó. 


SEÑOR ESPINOSA.- Para ir entrando un poco en tema -esto nos invita a un intercambio de 
opiniones-, el doctor Uriarte expresaba en 2005 que "El joven que está 23 horas en la celda cuando 
tiene oportunidad de salir, o cuando se genera alguna fisura en el sistema de seguridad, 
inmediatamente genera una explosión.- La propuesta nuestra es que los jóvenes tengan tareas durante 
toda la jornada, que tengan una agenda diaria en la cual ellos tienen sus obligaciones, que estas 
actividades tengan una continuidad, que puedan percibir día a día cómo avanza la tarea que es 
responsabilidad de ellos". Después hablaba de una cantidad de actividades, de lo más variadas, que no 
hemos visto nunca en su aplicación, pero que existen. 


Cuando se habla de los derechos humanos, el sindicato de los trabajadores, en una reciente nota periodística, 
señala que "(...) allí hay condiciones de trabajo que son realmente paupérrimas para los trabajadores y que 
también son violatorias de los derechos de los jóvenes". Esta es una segunda confirmación que habla de las 
violaciones a los derechos humanos de los jóvenes allí internados. También nos pareció sorprendente que, de 
alguna manera, se pretendiera mitigar o marcar algún matiz con este informe que, entre tantas cosas, habla de 
la vida cotidiana. En ese sentido, cuando habla de la vida cotidiana, confirma el encierro por 23 horas. 


Se habla de que no hay un sistema de atención de emergencias dentro del Centro; se habla de que la 
utilización de los servicios higiénicos es demandada por los adolescentes golpeando la puerta de la celda, 
dependiendo de la disponibilidad y voluntad de los educadores de turno el traslado y el acceso a tiempo al 
servicio; se habla de la entrega de bolsas de nailon, por parte de los funcionarios, para que realicen las 
necesidades en la noche, dentro de la celda; se habla de determinadas sanciones o castigos que se imponen a 
los menores. 


Y cuando se habla por ahí de las violaciones a los derechos humanos, existe algo que me parece fundamental 
destacar. Adviértase qué interesante: el propio Director del INTERJ, en una nota publicada en un matutino el 
23 de marzo de 2008, dice: -"La impresión nuestra es que no hay torturas sistemáticas". Reitero el concepto: 
"que no hay torturas sistemáticas". Y sigue diciendo: "Creemos que no ocurren muchos de los aspectos que 
allí se mencionan" -hablando del informe- "y surgen de los testimonios. Puede haber sí situaciones de castigo 
físico" -no lo dice este Diputado de la oposición, sino Uriarte- "en determinadas ocasiones. Son cosas que 
pueden darse en situaciones de encierro que son muy complicadas de controlar". 


Hablando de contención, recordemos que el propio Uriarte, contrató a un grupo especializado en materia de 
contención, sin previo concurso -como lo hemos conversado una cantidad de veces-, habiendo asumido en 
varias oportunidades que participó en su selección. Sin embargo, parecería que la contención no está siendo 
eficiente; las sanciones y el aislamiento parecen ser lo más recurrente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Disculpe, señor Diputado. 


Nosotros hemos convocado al Comité de Derechos del Niño para que exponga; después nosotros podremos 
deliberar e intercambiar ideas. La Mesa entiende que si invitamos a una delegación, primero debemos 
escuchar su informe para luego hacer todas las intervenciones que deseemos: esa debe ser la metodología. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quisiera reafirmar lo que está diciendo la señora Presidenta, porque tenía 
entendido que veníamos a escuchar una intervención del Comité de Derechos del Niño y la metodología 
se cambió. 


SEÑOR ESPINOSA.- Por supuesto que voy a atenerme a la sugerencia de la señora Presidenta. 
Simplemente, me parecía conveniente realizar un esbozo de todos los ángulos de información de los 
cuales se nutre nuestro trabajo parlamentario, para que el Comité de los Derechos del Niño sepa en 
qué contexto de dudas nos estamos moviendo y responda. Reitero que este informe del Comité de los 
Derechos del Niño recibió, como ninguno, una cantidad de apreciaciones, muchas de las cuales 
discrepaban con aspectos de su contenido. Entonces, como al final de la sesión vamos a sugerir el envío 
de la versión taquigráfica a determinados lugares, queríamos realizar un esbozo de lo que estaba 
planteando, para que quien diera lectura a la versión taquigráfica pudiera saber a qué nos estamos 
refiriendo. De todos modos, con mucho gusto -compartiendo la aspiración de los colegas- voy a 
respetar el criterio de escuchar a la delegación del Comité de los Derechos del Niño, solicitando que, de 
ser posible, se siga el orden del informe, a los efectos de ser más prácticos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa entiende que el orden no lo podemos poner nosotros. El Comité de 
los Derechos del Niño va a dar su informe de acuerdo con cómo lo tiene elaborado; después todos 
podremos hacer preguntas a fin de aclarar todas las dudas, inclusive, el señor Diputado Ortuño, quien 
no integra la Comisión, pero que siempre se interesa en este tipo de asuntos. 


SEÑORA MOLAS.- Quisiera contextualizar el informe antes de abordar algunos puntos específicos, 
partiendo de la idea de lo que hoy es el Instituto de la Niñez y la Adolescencia del Uruguay. Todos 
sabemos que es el producto de un proceso de transformación histórico e institucional que se inicia a 


principios del siglo pasado. En 1934 empieza la primera forma de organización con relación a una 
concepción de niñez y de Estado, que se ha ido modificando. Digo esto porque nosotros estamos 
refiriendo a una visita y a un informe sobre la situación de la adolescencia con privación de libertad en 
el año 2007, cuando ha 


habido una cantidad de transformaciones en cómo se concibe la niñez y la adolescencia, así como cambios a 
nivel internacional en relación con los estándares mínimos de respeto a los derechos humanos. Uruguay 
ratifica la Convención de los Derechos del Niño a partir del año 1990. Eso nos ubica en lo que debemos tener 
en cuenta para ir monitoreando si nuestro Estado -que no solo es el Gobierno; estoy refiriendo al Estado en su 
concepto más amplio- está pudiendo aplicar los estándares de la Convención en sus políticas sociales y en sus 
programas. En ese sentido, el monitoreo en la situación de privación de libertad es una simple herramienta 
que constantemente podría estar nutriendo el diseño de planes y programas, así como los debates y las 
discusiones. En ese marco es que se elabora este informe, que sería la tercera visita formal que se hace desde 
esta coalición, pero en realidad las visitas deberían ser mucho más periódicas y habituales, para que el Estado 
cuente con distintas miradas sobre diferentes situaciones en diversos ámbitos. 


El informe se crea como una herramienta que permite ir visualizando cuáles son los elementos en los que 
tendríamos que poner mayor énfasis al diseñar nuevos programas, pensando en las políticas sociales en 
general. 


Este primer informe sería el arranque de una etapa -esto ya está conversado con el Directorio del Instituto-, 
que esperamos que no termine, y a partir de él plantearíamos un sistema de visitas absolutamente 
independiente desde la sociedad civil organizada en torno a la Convención de los Derechos del Niño, que se 
realizaría con una frecuencia sistemática, para que ello dejara de ser una situación extraordinaria. 


Otro aspecto importante es que, como decía el compañero, este informe se elaboró con la mayor precisión 
posible en torno a los indicadores para ir midiendo todo esto. Entonces, usamos parámetros que están 
acordados por nuestro país a partir de la ratificación de distintas convenciones internacionales, que son los 
que van a aparecer como variables fijas para cada visita que se realice, lo que permitirá ir visualizando cuáles 
son los aspectos que se han ido modificando. 


En definitiva, esta primera experiencia, bajo estas condiciones y con estas características, ha sido bastante 
movilizadora para las organizaciones pues nos encontramos con un panorama que no esperábamos ver. De 
acuerdo con los avances que hemos tenido en otras áreas, en los programas sociales y en las políticas 
sociales, realmente esperábamos ver modificaciones en algunos aspectos que habíamos visto en visitas 
anteriores. 


Nosotros estuvimos haciendo una visita, acompañando al Directorio de esta Administración, en el año 2005 
y, realmente, dos años después esperábamos encontrar alguna modificación de las situaciones que habíamos 
visualizado en el año 2003, cuando hicimos la primera visita formal donde vimos lo que dije al comienzo. En 
realidad, hoy el INAU es el producto de un proceso que viene desde principios del siglo pasado y no ha 
modificado algunos parámetros tanto conceptuales como metodológicos que es necesario cambiar de 
inmediato. 


SEÑORA SALAS.- Soy integrante del grupo que monitorea el sistema de los adolescentes privados de 
libertad. 


Los compañeros han planteado lo referente a los estándares que nos fijamos que, como grupo, adaptamos a 
las entrevistas con los adolescentes y jóvenes a fin de escuchar su opinión y comunicarnos con ellos de 
manera más simple, más entendible. 


Como grupo, el día de la visita resolvimos separarnos en dos equipos de trabajo. Uno de estos dos equipos 
estaba encargado de las entrevistas con los adolescentes y los jóvenes, y el otro, de las entrevistas con los 
Directores del Centro, funcionarios y equipos técnicos. Personalmente participé en el equipo encargado de las 
entrevistas con los adolescentes y jóvenes. Entrevistamos a la mayoría de los adolescentes y jóvenes que se 
encontraban en el Centro SER y a la mayoría de los que estaban en el Centro Piedras. 


Quizás podría contar algo más relativo a la dinámica, lo que haré a partir de mi formación -o deformación- 
profesional ya que soy educadora; hace muchos años que trabajo con adolescentes en situación de 
vulnerabilidad social, hace muchos años que concurro a la Colonia Berro realizando un trabajo 
socioeducativo y de nexo con la comunidad, y también hace muchos años que integro el Comité de los 
Derechos del Niño. Fui una de las integrantes del Comité que no se sorprendió de las condiciones en que se 
encuentran los jóvenes porque el año anterior y los otros en que he estado en contacto con los adolescentes ya 
había estado presenciando las condiciones de vida en las que están. Quizás sí me sorprendí favorablemente 
de esta disposición a poner en palabras lo que estaban viviendo y sintiendo en estos establecimientos. Sí fue 
una sorpresa para mí que ellos pudieran confiar en otro que pudiera recoger algunas demandas que estaban 
estableciendo desde su lugar y en esas condiciones. Me sorprendí de lo que plantearon en relación a cómo 
viven su vida cotidiana en esto de "cero propuesta" al estar dentro de sus celdas veintitrés horas por día. 
Nosotros hicimos las entrevistas dentro de las celdas con los adolescentes y realmente apreciamos las 
condiciones en las que están allí; se encuentran en un espacio reducido en el que hay gran cantidad de 
adolescentes. 


Obviamente, de acuerdo con esta metodología, cuando recibimos información como profesionales, cuando 
planteamos a los adolescentes y jóvenes que allí estaban que hablaran con nosotros, les dijimos que esa era 
una información confidencial, que no íbamos a dar con nombre y apellido. Ese es uno de los aspectos que se 
nos ha planteado y que figura en este informe: nosotros tenemos el deber de respetar la confidencialidad de 
los adolescentes como profesionales e integrantes de este Comité; lo mismo sucede con lo expresado por los 
técnicos y adultos que han sido entrevistados. 


Me parecía importante relatar esta cuestión cotidiana que comprobamos quienes hemos estado en esta y 
anteriores visitas a los centros -desde otro ángulo, pero también siendo parte del Comité como profesionales 
que trabajamos con los adolescentes-, por si ustedes no los han visitado, conociendo cómo se desarrolla la 
vida cotidiana. 


Para nosotros el informe tiene un lenguaje bastante claro y explicita las condiciones de vida cotidiana, la falta 
de propuesta socioeducativa y cómo los adolescentes desde que entran a un sistema carcelario 
inmediatamente piensan en salir de él. Corresponde a los profesionales -en este caso al INAU, que es el 
organismo rector en lo relativo a los adolescentes privados de libertad- poder generar mecanismos para que 
estos adolescentes y jóvenes, cuyos derechos se viola en esta vida cotidiana puedan dar cuenta de ello a otro 
y que ese otro pueda generar acciones para que no siga sucediendo. 


Ese es el marco general. Quizás después pueda contar alguna cuestión más en relación a las entrevistas con 
adolescentes y jóvenes. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quiero plantear una cuestión de orden. 
Nosotros tenemos interés en hacer algunas preguntas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le recuerdo que lo que acordamos fue que los representantes del Comité de 
los Derechos del Niño dieran el informe y después se continuara. Hay una lista de señoras y señores 
legisladores que se han anotado para hacer uso de la palabra; como usted se anotó en primer lugar, 
será el primero. 


SEÑORA PAYSSÉ.- También quiero plantear una cuestión de orden para tratar de aprovechar al 
máximo la presencia del Comité aquí. 


Las consideraciones que como legisladores queramos realizar tendremos oportunidad de plantearlas en una 
próxima sesión o en el tiempo que nosotros queramos. Lo que hoy quisiéramos es poder participar todos y 
todas para satisfacer nuestras inquietudes o realizar el intercambio que tenemos con el Comité. Las 
consideraciones sobre lo que nos informe el Comité las haremos oportunamente. De lo contrario, esto se 
transforma en una cuasi interprelación, y no podemos intervenir los integrantes de la Comisión que dimos 
nuestro voto favorable a la visita porque teníamos interés en tener un intercambio con el Comité. Entonces, 
en función del tiempo acotado que tenemos hoy -ya que hay un homenaje al doctor Díaz Maynard-, lo que 
planteo es poder esbozar sintéticamente, sin consideraciones, las preguntas que queremos hacer al Comité y 


agendar una próxima reunión para dar el debate, con presencia de la prensa, en la que se traigan los papeles 
que cada uno tenga y las informaciones controvertidas. Todo eso no me importa ahora porque, reitero, creo 
que hoy debemos utilizar el tiempo para hacer el intercambio que habíamos convenido hacer con los 
integrantes del Comité de los Derechos del Niño. 


SEÑOR ESPINOSA.- Debido a lo acotado del tiempo es que estoy solicitando a la Mesa y al resto de los 
colegas que se nos permita preguntar específicamente las inquietudes que tenemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a solicitar que nos atengamos a hacer ese intercambio porque si 
además de las preguntas hacemos consideraciones y traemos informaciones que podamos tener, se nos 
va el tiempo y a la hora 14 y 30 tenemos el homenaje al doctor Díaz Maynard. 


SEÑOR FUMEIRO.- Quiero explicar qué pretende el Comité al hacer público el informe. En realidad, 
se están haciendo públicos indicadores de una situación que se pretende revertir buscando las 
instancias de diálogo; esto surgió de esa visita. 


Los privados de libertad y los centros de reclusión forman parte del engranaje del sistema de justicia penal 
juvenil que, por supuesto, trasciende al INAÚ. El INAU es parte de ese engranaje, pero también lo 
conforman el Ministerio del Interior y el Poder Judicial. 


El informe hace nuestras las recomendaciones de Naciones Unidas, en el sentido de reclamar la 
especialización de los operadores del sistema de justicia penal juvenil, tomando en cuenta que siempre la 
privación de libertad constituya la última medida, y cuando se disponga, sea por el menor tiempo posible, en 
el entendido de que existen otras medidas alternativas al encierro que, como está demostrado, dan muy buen 
resultado y son de aplicación en ese tipo de situaciones. 


También es cierto que desde enero a esta fecha ha habido muchas derivaciones del Poder Judicial y han 
colmado, en cierta medida, la capacidad del centro. Hay que tener en cuenta que este no es un problema que 
atañe únicamente al INAU, sino que es interinstitucional. Los actores son varios; el Comité pretende que esto 
trascienda y que se generen espacios para buscar soluciones. 


SEÑOR PEDERNERA.- Nuestro informe intenta ser un instrumento que sirva para mejorar las 
condiciones de encierro de los niños y adolescentes, más precisamente de los adolescentes, según 
nuestra ley. 


Nosotros fuimos, tuvimos entrevistas, recorrimos las instalaciones y recogimos testimonios. Algunos de esos 
testimonios eran coincidentes en narrar malos tratos y tortura, lo que consta en una parte del informe. 
Nosotros no constatamos en ese momento torturas ni malos tratos; nos remitimos a testimonios aportados por 
trabajadores y adolescentes. De regreso a nuestra tarea en la oficina y contraponiendo información, 
advertimos que coincidían en muchos aspectos y, por lo tanto, se decidió plasmar dicha información bajo el 
punto "Alegación de torturas y malos tratos". 


Las reglas de Naciones Unidas para los menores privados de libertad son claras en lo que tiene que ver con el 
rol de las organizaciones que hacen el monitoreo de las condiciones de encierro y los informes que generan. 
Consideramos que el informe que nosotros generamos, donde había una alegación de torturas y malos tratos, 
debería servir a la Administración para poner el máximo de su empeño en investigar y aclarar si esos hechos 
ocurrieron, cómo ocurrieron e identificar responsabilidades. Cuando nosotros tuvimos elementos de 
convicción, lo denunciamos a la Administración. Así consta en nuestros documentos y así lo sabe la 
Administración. Si nosotros hubiésemos ido y constatado un adolescente golpeado, el camino no habría sido 
el informe, sino la denuncia penal directamente. Sí exigimos de la Administración una investigación porque 
consideramos que la condición en que se encuentran esos adolescentes es de extrema vulnerabilidad. Si no 
tienen garantías para prestar su testimonio, no van a contar nada. Sabemos -por la experiencia acumulada que 
tenemos en organizaciones que trabajan directamente con niños- que el relato de un niño se produce cuando 
se genera un entorno que le da seguridad. Un adolescente no va a denunciar si tiene que volver al mismo 
lugar donde está conviviendo con la persona que posiblemente le pegue. 


El informe contiene otras cosas que planteamos y nos preocupan particularmente. En primer lugar, la 
estructura edilicia. En el Hogar Ser nos llamó poderosamente la atención que la reforma -para la cual se hizo 
una inversión cuantiosa- se esté haciendo siguiendo los mismos parámetros que los que tenía la anterior 
Administración: el control por el control mismo, más seguridad. El punto más paradigmático es que un patio, 
que tenía una parte verde, algún árbol, hoy desapareció y es hormigón. Consideramos que ese tipo de 
estructura -que seguramente no la piensa el Directorio, sino otra dependencia; seguramente Arquitectura- 
tiene que replantearse en un espacio donde hay campo. Una necesidad del adolescente es el espacio. 


También nos preocupa -en el informe lo planteamos- el sistema de turnos. No puede ser que no haya 
trasmisión de la cotidianeidad institucional porque tienen un sistema de turnos en los que trabajan cuarenta y 
ocho horas y quedan libres tantas horas. No hay trasmisión de lo que aconteció ese día porque el funcionario 
cuando termina está muerto y lo que quiere es irse. Ese sistema atenta contra una trasmisión de lo que ocurrió 
para tener un panorama para los días que vienen. Un planteamiento permanente al Directorio en las reuniones 
que hemos mantenido es que ese sistema tiene que reverse. 


En la estructura edilicia nos preocupa particularmente que el valor seguridad predomine sobre el educativo. 
Nuestro marco jurídico es claro en que son adolescentes que cometieron infracción y, por lo tanto, están 
sometidos a una sanción socioeducativa, en este caso, privativa de libertad. Cuando fuimos, nos encontramos 
con una relación dos a uno: por cada chiquilín que deambula por las instalaciones, tiene que haber dos 
personas de seguridad; hay tres en un nivel definido como más conflictivo. Nos parece que esa lógica 
pervierte cualquier planteamiento educativo. No puede haber trabajo en grupos, porque no hay tanta 
seguridad para trabajar con cinco adolescentes. Eso boicotea cualquier propuesta socioeducativa, que debería 
ser el mandato, según nuestro Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Nos preocupa que el valor seguridad, que debe estar en una institución como esta, donde la Justicia mandata 
a la Administración a que ese adolescente se encuentre recluido y, por lo tanto, no se escape, prime sobre el 
componente educativo que debería contener este tipo de sanciones. |Nos preocupa también que no hay 
reglamentos de convivencia. Nosotros preguntamos y en los dos centros el reglamento de convivencia 
variaba de acuerdo con el criterio del Director. En uno de los lugares, se nos explicitó mediante una copia 
hecha a mano, y en el otro, se nos dijo que existía, pero nunca se nos mostró. Según ese reglamento, la 
enunciación era que se sancionaba, y la sanción era privación de ver televisión; nunca cortar las actividades 
socioeducativas. Pero nos encontramos con adolescentes con faltas reiteradas sancionados con uno y dos 
meses de aislamiento en su celda. 


Nos preocupa también que si bien el INTERJ tiene un programa de trabajo -que, según establece la Justicia 
en su fallo reciente al recurso de amparo, es demasiado programático-, los Directores, cuando fueron 
entrevistados, dijeron: "Sabemos que hay uno, pero no lo conocemos". Entonces, nos parece sumamente 
importante que se alinee la política gerencial del INTERJ hacia los mandos inferiores y hacia el personal. 


En cuanto a la medicación, podemos decir que no es un aspecto que nos preocupe únicamente en este 
momento, sino que ha sido una preocupación constante. En el año 2005, acercamos al Comisionado 
Parlamentario dos notas, donde planteábamos el problema de la medicación psiquiátrica aplicada 
compulsivamente. Nosotros vimos a la mayoría de los adolescentes con rasgos de recibir medicación en altas 
dosis -estar idos, balbucear palabras-, y no lo vimos como un problema de uno en particular, sino como de un 
80% o 90% de los que entrevistamos y pudimos ver. Según se nos informó, la medicación se aplica para el 
control del sueño y la abstinencia al consumo. Esas fueron las afirmaciones de los técnicos como los 
elementos que aportaba el personal médico en cuanto a por qué se suministraba medicación. Más allá de eso, 
hemos sondeado que puede ser así en algunos casos, pero no puede aplicarse como práctica masiva. 


Si leen el fallo de la Jueza de Familia en el recurso de amparo, hay un informe de la Directora de la División 
Salud, Mónica Silva, psiquiatra infantil, donde dice que el problema de la medicación psiquiátrica lleva 
veinte años en la institución y debe empezar a corregirse. Lo que nos preocupa es que ya desde 2005 
estábamos alertando sobre esta situación y ha permanecido invariable. También lo manifestamos en 
anteriores Administraciones. 


Por último, me voy a referir a la inexistencia de un sistema de monitoreo independiente -y esto tiene que ver 
con las garantías para que los adolescentes puedan hacernos conocer su situación- en los centros de privación 
de libertad. En la anterior Administración, el señor Diputado Rossi presentó un proyecto de "ombudsman" de 


niñez y nos parece relevante esa idea porque nuestros pedidos al Comisionado Parlamentario no han 
prosperado. 


VARIOS SEÑORES LEGISLADORES.- No tiene competencia. 


SEÑOR PEDERNERA.- Entendemos que por el artículo 1", al definir personas recluidas en virtud de 
un proceso judicial, se incluye a los niños porque son personas. Nos interesaría que el Comisionado 
participase en alguna instancia como mecanismo de monitoreo independiente. 


VARIOS SEÑORES LEGISLADORES.- Atiende al sistema carcelario. 
SEÑOR PEDERNERA.- Y estas son cárceles. 


(Diálogos) 


——— De acuerdo con los estándares internacionales, recomendamos la existencia de un mecanismo de 
monitoreo independiente y, en ese sentido, más allá de las discusiones que podamos tener, nos parece 
sumamente oportuna la herramienta, porque nos permite ver desde una mirada externa a la institución las 
condiciones en que se efectivizan los derechos humanos de la niñez. 


Eso sería, a grandes rasgos, lo que vimos y lo que contiene el informe. 


También queremos mencionar que nos acompañó la señora Rosa María Ortiz, Vicepresidenta del Comité de 
los Derechos del Niño de Naciones Unidas, creado por la Convención de los Derechos del Niño, integrante 
electa por los Estados, porque fue invitada esa semana a visitar el país. Cabe señalar que este informe 
también es producto del intercambio con esta persona, que para nosotros tiene el mejor nivel técnico en la 
materla. 


SEÑOR ESPINOSA.- Antes que nada, quiero reiterar la valoración del trabajo y profesionalismo del 
Comité de los Derechos del Niño. 


En la alegación de torturas y malos tratos, el informe hace referencia a golpes de puño, golpes propinados por 
varios adultos contra un solo adolescente, sujetar a un joven a la cama esposado, proferirle golpes en el piso, 
mojarlo con agua fría, desnudarlos, haciéndolos pasar toda la noche por esas condiciones -omito algunas 
descripciones por razones de gran sensibilidad-, arrojar hormigas en la cara, etcétera. Quisiera saber, en 
primer lugar, si estas torturas son practicadas principalmente por el grupo de contención, y en segundo 
término, si estas formas de tortura y violación a los derechos humanos son frecuentes u ocasionales, es decir, 
muy esporádicas o sistemáticas. 


Por otro lado, en el punto 8), Equipos de Trabajo, el informe establece: "Los equipos de contención se 
caracterizan por tener formación académica limitada (primaria completa y secundaria incompleta en algunos 
casos) y formación específica nula". Solicito al Comité que especifique un poco más ese concepto y si esta es 
una cuestión generalizada. 


También en relación a los equipos de trabajo se señala la existencia del miedo a los cambios y a la apertura, 
así como una relación y referencia directa con el sindicato del INAU. También se establece que las medidas 
gremiales, muchas veces, son las que articulan el movimiento y desplazamiento de los jóvenes. Se habla de 
las medidas. Entonces, quisiera saber cuáles son las recomendaciones que ustedes hacen para que esta 
situación entre medidas sindicales, trabajadores y, por supuesto, la propia situación de los menores pueda 
visualizar un mejor camino. 


Asimismo, se menciona una preocupación por la utilización de psicofármacos. Y en un pasaje se expresa: " 
[...] impresiona a quienes participamos de la visita que la medicación se realiza más como práctica masiva de 
'planchar' a los adolescentes que como respuesta de un diagnóstico previo que indique la necesidad de 
medicación". Quisiera saber cuál es el contenido de esta apreciación y cuáles serían, desde su punto de vista, 
las recomendaciones para mejorar esta situación. 


Por otro lado, me gustaría saber si ustedes pudieron constatar en el estudio que ameritó el informe el 
consumo de drogas dentro del establecimiento. Además, conforme a su profesionalismo y a la calidad de 
educadores con muchos años trabajando en el tema -quizás sea una pregunta subjetiva-, deseo saber si 
pueden presumir de qué forma estaría ingresando la droga al establecimiento. 


A fin de no extenderme más, voy a omitir dar lectura a lo expresado por el sindicato del INAU en la 
Comisión parlamentaria. Si mal no recuerdo, en la versión taquigráfica de dicha sesión de 2006, el sindicato 
del INAU señaló un número muy elevado de trabajadores que sufrieron lesiones a manos de los menores. Por 
supuesto que se trata de un campo ajeno a la actividad específica del Comité, pero mi pregunta es si de estas 
entrevistas surge ese ida y vuelta que podría definir como una suerte de espiral de violencia. Aquí no solo 
podríamos estar siendo contestes con vuestro informe de las violaciones y las torturas a los menores sino que, 
por otra parte, se hace referencia a las violaciones de los derechos de los trabajadores. 


Todo lo subjetivo de las diferencias que se han marcado desde varios puntos del espectro nacional e 
institucional sobre este informe lo conversaremos después. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Si bien hemos conocido este informe detalladamente a través de los medios de 
prensa, es importante escuchar la explicación que se está dando. Además, rescatamos la idea de que 
estos informes deberían servir para construir políticas que dieran respuestas a los múltiples problemas, 
algunos de los cuales vienen desde hace veinte años, como ustedes mismos mencionan. Son problemas 
casi endémicos y se han venido agravando con el correr del tiempo. 


Básicamente, quiero hacer algunas preguntas. 
¿Alguien trabaja en la Colonia Berro? 
(Diálogos) 


——— Entendí que, por algún motivo, la educadora social Salas tenía una presencia frecuente en la Colonia; 
inclusive, me pareció haber oído que no le asombró lo que vio. 


Como lo que se dice en el informe es terriblemente grave, pienso que esas prácticas de torturas y malos tratos 
permanentes deberían haber sido visualizados por una persona que va frecuentemente a la Colonia. Entonces, 
pregunto si se hizo algún tipo de denuncia penal con respecto a esa situación. Evidentemente, si es algo que 
está tan presente en la vida de la Colonia, una persona que va con frecuencia, obviamente, lo ha visto y 
comprobado. En definitiva, la pregunta es si frente a esa situación, en algún momento, previo a la difusión de 
este informe, se hizo alguna denuncia penal al respecto. 


Tenemos entendido que a partir de la discusión de este informe, ustedes tuvieron una reunión con el 
Directorio del INAU y este les habría planteado la posibilidad de incorporarse a algún esquema de propuesta 
y de seguimiento de la política que se lleva adelante en INTERJ. Deseo si nos pueden clarificar la situación y, 
sobre todo, cuál fue la postura del Comité frente a esa propuesta, es decir, si aceptaron participar o cuál fue la 
decisión. 


Me pareció haber entendido que este es el primer informe, salvo algunas notas. ¿Cuántos informes previos a 
este se hicieron? ¿Desde qué momento se hicieron? 


¿Han hecho algún estudio o investigación acerca de las familias de estos jóvenes y de su situación de 
vulnerabilidad? ¿Eso está contenido en el informe que tengo en mi poder? Quizás sea algo más amplio y no 
lo tenga. También contiene referencias a todo ese entorno que es muy importante 


¿Han podido estudiar cuál es la situación del programa de medidas alternativas al encierro que está llevando 
adelante el INAU, que viene incorporando más jóvenes progresivamente y que está funcionando en varios 
departamentos del interior? En fin, ¿eso está contenido en el informe? ¿Cuál es su evaluación? Francamente, 
el material de que dispongo lo saqué de la computadora. No sé si es oficial del Comité. No lo he escuchado 
acá. 


SEÑORA ARGIMÓN.- Me gustaría hacer algún intercambio sobre el informe, pero en virtud del 
escaso tiempo de que disponemos voy a obviar comentar algunas aseveraciones que se hicieron en Sala. 


Creo que los tiempos institucionales son muy diferentes a lo largo de la historia, especialmente, después de la 
ratificación de la Convención. Se podrá discrepar con la metodología, pero también es cierto que cada 
metodología, y muy especialmente la de los últimos tiempos, tiene que seguir un cambio de perfil de los 
adolescentes que ingresan; a veces, los técnicos de los lugares y el propio país empiezan a ensayar 
metodologías diferentes. Eso no lo vi claramente en el informe. Pero, bueno, eso es un tema para otro día en 
que podamos tener más tiempo para intercambiar ideas. 


Me abstraigo del período en que fui brevemente Directora del INAÚ. Que yo recuerde, hubo otro informe 
como este o mejor que este, ¿verdad? Además, recuerdo que eran tiempos diferentes con un Miguelete 
horroroso que después se cerró. Pero no recuerdo que haya habido otro hasta ahora. De pronto sí lo hubo y no 
lo sabemos. Sí hemos seguido atentamente lo que pasa, especialmente en la vida de una institución en la que 
inciden directamente los cambios que se dan en la sociedad; salvo las de Salud Pública, debe ser una de las 
instituciones que más prontamente recibe los cimbronazos que hay en la sociedad. Muchas veces los tiempos 
no alcanzan para seguir todos esos episodios que presentan patologías nuevas y sucesos nuevos, y la vida de 
las instituciones tiene que ir dando soluciones como puede a la realidad, lo que no significa que haya 
violaciones a los derechos humanos. Ese es otro tema. 


Recuerdo que en la vida de la institución había reglamentos internos y que había proyectos que se llevaban 
adelante; vuelvo a decir: en el acierto o en el error, compartiéndolo yo o no. Siento que lo que se nos está 
denunciando -esta es mi primera pregunta- es que no existe, por lo menos, en la puesta en práctica de lo 
cotidiano de la vida de la institución, un proyecto vigente. ¿Qué quiero decir con esto? Que de pronto existe 
en el papel, pero que en lo cotidiano de la vida de la institución no funciona lo que sería una política 
tendiente a atender a los adolescentes en conflicto con la ley. Quiero decir con esto: una dinámica que 
implique la real existencia de un centro de ingresos donde se estudien los perfiles y después los distintos 
centros de derivación; por decir algo. Esta es mi primera pregunta. 


De la lectura del informe, la verdad sentí que, más que algunas aseveraciones producto del intercambio con 
adolescentes, con técnicos y con funcionarios, había algunas aseveraciones que lindaban con la existencia de 
delitos y, de pronto, se podría haber efectuado alguna denuncia penal. Obviamente, cuando existe un delito, 
hay que denunciarlo. Entonces, quisiera saber sí se efectivizó alguna denuncia. 


En tercer lugar, tengo la impresión de que esta herramienta que el Comité trasladó a las autoridades tuvo un 
momento muy mediático y después decayó. No sé si fue producto de que después hubo negociaciones o de 
que después se fueron aclarando algunos puntos del informe. Entonces me gustaría saber qué fue lo que 
sucedió en el intercambio con las autoridades. 


SEÑORA PAYSÉE.- Les agradezco que estén aquí. 


Voy a ser lo más sintética posible, como fueron algunos colegas que me precedieron en el uso de la palabra. 


Quiero hacer algunas consideraciones y preguntas. Creo que si estamos todas y todos juntos acá es porque 
estamos preocupados por un objetivo común, que es la defensa de niños, niñas y adolescentes; no me cabe la 
menor duda de eso. Entonces, partiendo de ese supuesto y no de otro es que voy a hacer estas preguntas. 


Este documento data de octubre de 2007 y fue dado a conocer en marzo de 2008. La primera pregunta es por 
qué hubo una demora. Sé que los informes demoran en ser elaborados, pero hay cuestiones que por lo menos 
en una primera lectura del documento nos plantean por qué se demoró tanto, sobre todo en función de lo 
último que planteó la señora Diputada Argimón en el sentido de si realmente había una constatación de 
situaciones que estaban, no al borde, sino ya prácticamente dentro de la tipificación de delitos por qué esta 
demora. Si bien es cierto que ustedes aclararon que no constataron torturas y malos tratos "in situ", ustedes 
trasmiten que recogieron testimonios y que estos fueron coincidentes, por lo que les parece que deben hacer 
la advertencia a la Administración. Entonces, ¿por qué se demoró tanto en hacer esa advertencia? Durante ese 
lapso, eventualmente, se siguieron sucediendo situaciones como las que se describen acá. La primera 
pregunta tiene que ver con los tiempos. 


En segundo término, me gustaría saber qué valoración hace o hizo en su momento el Comité sobre el informe 
que realizó este Gobierno, el Informe País, que se hizo luego de 11 años de que no existiera. Me gustaría 
saber si hacen una valoración positiva, negativa o neutra de ese informe o si cuando no hubo informes de este 
tipo ustedes marcaron la necesidad de que existieran, porque me parece que este es un tema que también 
tiene que ver con esto. 


Las otras cosas que quiero saber son medio salteadas, porque fueron producto de lo que fueron diciendo, pero 
son aspectos que, por lo menos, quiero plantear. 


En la página 5, cuando se hace referencia a la intimidad, al final se habla de que en ningún caso cuentan con 
información ni formación sobre el tema de la sexualidad y que, ante la pregunta de si había visitas 
conyugales, la respuesta fue que estaban prohibidas por la ley. Yo quiero decir que con la señora Diputada 
Argimón y con la entonces Diputada Kechichián fuimos en una oportunidad a la Colonia, cuando había un 
conflicto, en que los funcionarios entregaban las llaves; bueno, esas cosas que son frecuentes. Fuimos en una 
especie de negociación que después tuvo otra expresión en una serie de reuniones que tuvimos en la 
Presidencia de la República, pero que fue con el objetivo de tomar contacto directo con los muchachos. 
Nosotras queríamos ver quién venía a hablar con nosotras porque era el día de las conyugales y no se las 
querían perder. Entre ellos resolvieron quién venía a hablar con nosotras; estuvimos dos o tres horas 
esperando hasta que vino un muchacho, que no recuerdo su nombre -igualmente, no importa, porque no 
interesa identificar acá a los chicos-, pero ese fue el argumento que nos dieron por la demora: no querían 
perderse las conyugales. Entonces, me llama la atención que aparezca esto. Quiero saber si en ese marco de 
metodología y análisis hay un margen de eventual error en lo que pueden ser las respuestas que los chicos 
dan porque, sinceramente, fui testigo -la señora Diputada Argimón también lo fue- de esas respuestas que nos 
dieron los propios muchachos. Entonces, me parecía bueno preguntar sobre este aspecto. 


Cuando se habla de la recomendación del cierre de la Colonia Berro, ¿esa recomendación surge ahora o la 
han señalado ya en otras oportunidades? ¿Se hizo antes? ¿Es la Berro de ahora, del 2007, la que hace que este 


informe plantee el cierre, o es una cosa más generalizada? ¿Viene de antes y se persiste en algo que ya fue 
dicho? 


Quisiera saber también qué valoración tiene el Comité sobre algunas cuestiones que están funcionando allí, 
porque como legisladora me interesa saber, por ejemplo, todo lo que hace al tambo, a la panadería, a la radio, 
a las actividades culturales vinculadas a la murga, etcétera. Nosotros tuvimos la oportunidad de tener en 
nuestras manos discos que fueron editados luego de que los propios muchachos hicieron las letras. Es más: 
yo utilicé una parte de una letra para hacer una tarjeta de fin de año porque me gustó y porque además ellos 
estaban muy contentos con esa elaboración. Quisiera saber si eso ha decaído, si eso prosigue, si eso es bueno 
o sí, de repente, habría que promocionarlo con algunas medidas que tengan que ver con ese movimiento que 
todos estamos de acuerdo exige un poco la característica de ser adolescentes. 


También nos gustaría saber qué evaluación hacen ustedes -si es que la han hecho, porque no la deduzco de 
esto- de lo que puede ser la incidencia de la pasta base, de la droga, en las características particulares de los 
muchachos; quizás sean pasibles de que se les preste una atención diferente a la que se tuvo que brindar en 
otras instancias, porque conocemos las características particulares de los consumidores de pasta base y 
sabemos que no solo perjudican de la forma que todos sabemos sino que, exigen, de repente, una contención 
distinta. 


Otra pregunta es si ustedes, que hacen este informe en octubre de 2007, ahora han constatado que el tema 
vinculado a la salud y al suministro de medicamentos ha tenido una evolución, porque nosotros hemos 
recibido informes de las autoridades de INAU afirmando que ahora los medicamentos son suministrados 
directamente por personal especializado, que se personaliza lo que se da a cada quien y que, además, hay una 
emergencia médica que está amparando a toda la población. Quisiera saber si ustedes conocen esto y, si lo 
conocen, si lo valoran como positivo y si han visto una evolución desde el informe de ustedes hasta ahora. 


Por último, quisiera hacer una aseveración en forma de pregunta para no salirme del libreto establecido. Acá 
se habla de la necesidad de un monitoreo externo, y nosotros lo compartimos. Soy una legisladora de la 
bancada de Gobierno y, sin embargo, quiero que haya un monitoreo externo. Nosotros votamos la existencia 
de un Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario y estamos trabajando para que exista una 
Institución Nacional de Derechos Humanos que vendría a desarrollar la función de un "ombudsman", solo 
que tenemos un criterio más o menos acordado entre todos los partidos políticos de que sería mejor que 


tuviera una conformación colectiva y no unipersonal. En el marco de ese proyecto que está trabajándose en el 
Senado, una de las cuestiones que planteábamos era, precisamente, tener mecanismos que hicieran el 
seguimiento de las recomendaciones del Comité o de lo establecido en otros tratados que ha aprobado nuestro 
país y que debemos seguir. Entonces, además de que hacemos acuerdo con eso queremos preguntarles 
también si conocen que se está trabajando en ese proyecto que tal vez sea muy ambicioso, pero que se está 
trabajando conjuntamente con la sociedad civil y si lo juzgan positivo. ANONG, por ejemplo, tiene sus 
representantes y demás. 


Aquí hay legisladores que fuimos quienes en última instancia dimos el voto para que existiera la institución 
Comisionado Parlamentario para el Sistema Carcelario y tuvimos la total convicción de estar haciéndonos 
carne del espíritu del doctor Daniel Díaz Maynard en cuanto a qué es lo que representaba y significaba esto. 
'Y si estamos de acuerdo en que los adolescentes no deben estar compartiendo establecimientos de reclusión 
con adultos, también lo estamos con que el monitoreo debe hacerse de forma separada. Por lo tanto, los 
lugares de detención o de reclusión que son cárceles -si hay que hacer una reglamentación de la ley, se hará- 
tienen que ver con el mundo adulto, no con el de los adolescentes: esa fue la filosofía del proyecto y así 
actuamos. 


Quiero decir que presido la Comisión de relacionamiento con el señor Comisionado Parlamentario y los 
legisladores nunca hemos tenido una visión distinta sobre este tema. Queríamos trasmitirles esto, porque de 
repente han caído con consultas en un ámbito que, a nuestro juicio, no es idóneo para subsanar algunas de las 
cuestiones planteadas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si hay acuerdo entre los señores Diputados, la Mesa cederá el uso de la 
palabra al señor Representante Ortuño, quien no es miembro de esta Comisión. 


(Apoyados) 
SEÑOR ORTUÑO.- Muchas gracias. 


Yo no pertenezco a la Comisión de Derechos Humanos, pero sí a la de Población y Desarrollo Social que 
hace el seguimiento de la actividad del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, INAU, que comprende 
a las niñas, niños y adolescentes. También trabajo en la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración donde están a estudio por lo menos tres proyectos de reforma del Código de la 
Niñez y la Adolescencia, que tienen mucho que ver con algunas de las cuestiones que ustedes plantean, como 
las medidas alternativas y demás. Pero fundamentalmente estoy aquí porque, luego de la lectura del informe 
que ustedes han elaborado, considero que algunos de sus contenidos revisten gravedad. Como integrantes de 
un Gobierno que hace del compromiso de los derechos humanos una cuestión de identidad, de ética y para 
muchos de nosotros una razón por la cual estamos en la política, nos preocupan enormemente algunas de las 
denuncias que se están planteando acá, que consideramos graves, y nos interesa conocer a fondo sus 
extremos para actuar en consecuencia. Consideramos que no existe ninguna hipótesis en la cual nuestro 
Gobierno pueda admitir violaciones a los derechos humanos, en la Colonia Berro ni en ninguno de los 
centros de reclusión, aunque sí sabemos -como lo ha reconocido José Díaz, quien fuera Ministro del Interior 
desde el momento en que asumió este Gobierno- que institucionalmente se dan violaciones de los derechos 
humanos, como consecuencia de un proceso histórico y de problemas estructurales de nuestra sociedad y de 
nuestras instituciones que este Gobierno asume con la voluntad de transformación con la que nos 
comprometimos ante la gente. 


En ese marco, coincido con nuestros compañeros en el sentido de que lo importante de este informe es el 
futuro, el trabajo en la solución de los problemas que se detectan, partiendo de la premisa de que es bueno 
para el sistema democrático, para las instituciones, pero sobre todo para la gente con la que trabajamos, que 
existan ámbitos de monitoreo externos e independientes a este o a cualquier otro Gobierno. Creo que no es 
casual que estemos discutiendo estas cuestiones ahora. Una de las primeras cosas que se nos dice desde el 
Comité es que las autoridades del INAU, lejos de tener una reacción refractaria frente al monitoreo y al 
seguimiento, plantean dar continuidad y establecer ámbitos para brindar regularidad y contexto al 
seguimiento. Esa es la expresión de la voluntad de quienes estamos en esta Administración y por primera vez 
nos toca tratar de incidir en los destinos de muchas de estas cuestiones en el país. 


Ahora bien, me interesaría saber cuál es el número de entrevistas que se hicieron a jóvenes en la Colonia 
Berro, en particular en los Hogares Ser y Piedras -a los que se hace referencia en el informe-, porque no 
tengo claro cuáles son las cifras del universo de población de referencia con el que se trabajó. Aquí se alude - 
creo que de manera general- a aproximadamente doscientos cincuenta adolescentes que en el momento de la 
visita se encontrarían en la Colonia. Nosotros tenemos datos que ubican el número de jóvenes muy por 
debajo de ese número, en el entorno de los cientos treinta. En ese sentido, quisiera saber si ustedes tienen 
conocimiento de que haya habido importantes movimientos de población. 


Asimismo, se hace otra referencia que tiene que ver con la especificidad de las condiciones de las cárceles - 
como se dice- Ser y Piedras. Eso también nos genera dudas con relación al universo de jóvenes con los que se 
trabajó, porque según los datos que tenemos en Piedras hay un entorno de treinta muchachos y en el Ser otros 
treinta, lo que nos hace pensar en una población de menos de la mitad del conjunto de los internos. 


Entonces, la primera pregunta es cuántas fueron las entrevistas y qué porcentaje representan con relación al 
conjunto de los jóvenes que están en esa situación de internos en esos lugares. 


En segundo término, quisiera saber si estas diferencias de información en cuanto a la población de la 
Colonia, en particular de estos hogares, puede tener que ver con el tiempo, con la distancia que existe entre lo 
que estamos analizando, la publicación del informe y el momento de la visita. 


Por otra parte -algo surge del informe y de lo que ustedes planteaban-, me interesa profundizar un poco más 
en la metodología de variación o de contrastación de los testimonios. Quienes hemos trabajado con 
adolescentes sabemos que es preciso escucharlos y darles garantías para que hablen con libertad. Creo que 
del informe, precisamente, surge que ahora en la Colonia por lo menos hay marco para que se puedan 
expresar, tal como ustedes lo recogen allí. Pero también sabemos que no siempre es ciento por ciento cierto 
lo que se plantea y que los educadores debemos recurrir a mecanismos de contrastación para llegar a una 
conclusión sobre la veracidad o la existencia de determinados hechos. 


Esto me lleva a la tercera pregunta que quiero formular, que es el motivo de mi presencia en este ámbito, que 
tiene que ver con la gravedad de las denuncias de violación a los derechos humanos. Yo no tengo el pudor de 
algún legislador aquí presente en mencionar algunas cosas, porque para mí esas cuestiones que están 
planteadas aquí son absolutamente graves e inadmisibles. Si yo conozco que hay adolescentes a los cuales se 
les introducen palos en el ano, se les somete haciéndolos arrodillar en sal gruesa o pedregullo, se les arroja 
hormigas en la cara, se les propina golpes de puño y otras cuestiones, me surge la pregunta central: ¿por qué 
estas cosas no se denunciaron en el mismo momento en el que se constataron? Ahora se dice que no se 
constataron, sino que se tomó referencia de alegatos hechos por jóvenes, pero yo quiero leerles el texto, 
porque muchas veces la redacción hace a la cuestión. Aquí dice que de las entrevistas realizadas por el 
Comité "surge la existencia de". Entonces, si surge la existencia de estos malos tratos y de estas violaciones a 
los derechos humanos, a 29 de octubre de 2007, ¿por qué no se nos informó? Pregunto por qué no se hicieron 
las denuncias penales de todos y de cada uno de estos casos, aclarando que por supuesto coincido con que 
hay que salvaguardar la identidad y la privacidad de los testimonios y cuidar la integridad física y emocional 
de los implicados. Comparto eso y lo reafirmo, pero creo que se hubiese procedido inmediatamente si se 
hubieran planteado estos casos en sede judicial, en el Parlamento -con las reservas del caso y ante la 
gravedad de estas denuncias-, como organismo de contralor, o ante las propias autoridades del INAU. 


Entonces la pregunta es por qué ante la constatación de la existencia de estas prácticas y situaciones -como 
dice aquí: "surge la existencia de estas prácticas"-, no se nos hizo llegar una denuncia urgente -es más, por la 
urgencia de estos hechos podría haber sido hasta verbal primero y escrita después-, para que pudiéramos 
actuar todos los que tenemos algún nivel de responsabilidad en esta nueva Administración. Creo que ustedes 
deben descontar -de lo contrario lo afirmo- que para nosotros estas cuestiones son inadmisibles y queremos 
actuar inmediatamente. 


Hemos consultado a las autoridades del INAU y nos dicen que hay una denuncia que se ha estudiado. Pero 
nos dicen que hay una sola denuncia del mes de agosto de 2007, mientras que aquí se habla en plural, con las 
consecuencias que creo todos advertimos aquí que esto ha tenido, no solo públicamente sino por lo que 
genera a nivel institucional, político, de conmoción social y demás. Se trata de denuncias de mucha gravedad 
y nos sorprende que hayan ameritado solo una investigación, porque solo se ha formulado como tal una 
denuncia en el año 2007. 


Nos habría gustado contar con un estudio -que sugiero para futuros informes- del contexto social de la 
situación de los jóvenes en conflicto con la ley que, como bien señalaban otros colegas, en los últimos años 
lamentablemente se ha transformado para peor, y respecto a cuál es la ubicación de este informe en un 
proceso o memoria institucional del organismo. Yo me imagino que ustedes están en conocimiento de que se 
han hecho y se están haciendo esfuerzos muy importantes. Siempre reitero -aunque a alguno no le guste- que 
recibimos un INAU y una Colonia Berro con deudas del año 2000 y alguna más vieja, que hasta interrumpían 
el acceso de productos básicos porque, obviamente, los proveedores planteaban esas situaciones. Eso se ha 
mejorado; ha habido inversiones importantes en obras y recursos humanos 


Refiriéndome a uno de los temas que se marca como uno de los ejes, la salud -que es otro aspecto que me 
preocupa-, se denuncia la administración compulsiva de psicofármacos, hecho gravísimo desde mi punto de 
vista. En ese sentido, quisiera preguntar si conocen que haya habido, dispuestas por esta nueva 
Administración, auditorías en las historias clínicas por parte de las autoridades de Medicina, la Cátedra de 
Psiquiatría, y que se ha dispuesto la no administración de medicamentos por parte de los funcionarios, 
práctica histórica denunciada reiteradamente desde el sindicato y desde distintos lugares, pero sobre todo de 
parte de quienes estamos comprometidos con estas cuestiones. También quisiera saber si están en 
conocimiento de que se han contratado enfermeros para que puedan realizar la administración de 
medicamentos, sustituyendo la administración no profesional -por decirlo de alguna manera; ya no la 
compulsiva, que rechazo totalmente- por parte de personas que no tienen capacitación en estas cuestiones. 
Aquí tengo datos que hablan de que hoy contamos con catorce enfermeros para la administración de 
medicamentos, situación que no se daba antes en la Colonia Berro. 


Entonces, la memoria institucional y el hecho de incluir estos informes en el proceso en el que se vienen 
dando estas cuestiones, nos parece que puede ayudar a todos quienes estamos tratando de mejorar estas 
situaciones, y también a la población que a través de los medios -no siempre responsables en el manejo de 
estos asuntos- se informa de estos planteos, a una mejor comprensión de esta problemática que juntos 
debemos encarar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hemos pasado la hora de finalización de la sesión pero hay disposición para 
continuar, aunque no por mucho tiempo más porque tenemos una sesión de Cámara de homenaje. 
Podríamos continuar hasta la hora 15; aunque por Reglamento no podríamos sesionar, hay 
antecedentes de Comisiones que han solicitado hacerlo mientras la Cámara comienza. La otra 
posibilidad que tenemos es pedirles la amabilidad de venir en otro momento; les haríamos llegar la 
versión taquigráfica de la sesión de hoy y en una próxima reunión de la Comisión de Derechos 
Humanos podrían dar respuesta a las interrogantes que se han planteado por parte de las señoras y 
señores Diputados. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quisiera plantear una tercera opción. 


Me gustaría tener una primera aproximación a las respuestas a las preguntas que hemos hecho. A ninguna de 
las personas que están acá se nos escapa que pueden quedar temas para seguir preguntando y repreguntando 
en función de lo que puedan ser las respuestas. Entonces, podríamos abrir la posibilidad de una rápida 
respuesta a las interrogantes que ya fueron planteadas y, en caso de que haya necesidad de repreguntar o 
hacer nuevas preguntas, entonces sí evaluaríamos una segunda comparecencia que estamos de acuerdo -si 
ustedes también lo están- en que sería positiva. Pero reitero que en principio me gustaría tener hoy alguna 
respuesta, si es posible rápida, porque la verdad es que el doctor Daniel Díaz Maynard nos convoca a estar 
presentes en Sala. 


SEÑOR NOVALES.- Estaría de acuerdo con la propuesta de la señora Presidenta y quiero reconocer 
que la Diputada Payssé tiene razón en tener alguna aproximación, pero creo que, en honor a la enorme 
cantidad de preguntas que se han efectuado a los miembros del Comité me parece que no hay tiempo. 
Además, son de tal gravedad e importancia que ameritan un análisis concienzudo, como dijo la señora 
Diputada. Por lo tanto, solicitaría que se respetara el orden en que se fueron haciendo las preguntas y, 
no obstante, quedara planteada la posibilidad de una nueva comparecencia -si así lo consideran 
conveniente- a los efectos de tratar este tema que realmente es de una gravedad muy considerable. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, estaríamos en condiciones de continuar hasta la hora 15 y a esa 
hora levantaríamos la sesión para poder participar del homenaje -compartimos con la Diputada Payssé 
que el doctor Díaz Maynard se lo merece-; tal vez el próximo miércoles podrían concurrir nuevamente. 


SEÑORA MOLAS.- No tengo muy claras las cuestiones de orden y procedimiento en esta instancia en 
particular. Me parece que se han hecho preguntas que queremos agradecer porque demuestran un 
trabajo intenso de la Comisión en este tema y fortalecen la idea de trabajo democrático y la capacidad 
de intercambiar opiniones desde distintos sectores y lugares. De todas maneras, la gama de preguntas 
realizada abarca desde planos específicos del informe a dimensiones que tienen más que ver con un 
posicionamiento respecto a las políticas institucionales. Creo que eso amerita respuestas que podríamos 
empezar a trabajar ahora, pero con otros tiempos. Por lo tanto, el requerimiento de que comencemos a 
contestar las preguntas de acuerdo al orden en que se han hecho para nosotros no es muy adecuado 
porque hay ciertas preguntas que cuestionan la veracidad del informe que hicimos y son las que 
primero vamos a tratar de responder. 


Ha sido muy cuestionado en alguna de las preguntas el valor o intencionalidad con la que se realizó el 
informe. En ese sentido, como Comité, no sé si corresponde pedir o preguntar si podemos destinar este 
tiempo que nos queda hasta la hora 15 para trabajar esos aspectos o, directamente, pasamos a una reunión 
posterior en la que podamos dar cuenta de cada pregunta. Inclusive, contando con la versión taquigráfica 
podríamos hacer un trabajo escrito y luego volver a reunirnos. Hay preguntas que entendemos que ameritan 
un tiempo más extenso para poder quedar tranquilos en cuanto a que estamos sobre las mismas bases éticas 
para dialogar. 


En primer lugar, queremos plantear que nosotros también estuvimos muy preocupados por la demora en la 
elaboración del informe. Tal vez sería bueno hacer una mínima presentación de cómo está armado y cómo 
hicimos el trabajo. 


El Comité de los Derechos del Niño está integrado por organizaciones civiles, entre ellas, SERPAJ -que 
estuvo en la coordinación de este equipo de privación de libertad-, Gurises Unidos, El Abrojo, Foro Juvenil, 
lelsur, que es otra institución que tiene muchos años de trabajo en la defensa de los derechos humanos. Son 
instituciones reconocidas, que están trabajando en políticas sociales, específicamente en la niñez y la 
adolescencia, o en defensa de los derechos humanos, desde que existe la sociedad civil organizada a través de 
ONG. Digo esto para que puedan ver la diversidad de posicionamientos políticos con relación al concepto de 
políticas sociales. 


Los técnicos que trabajamos somos expertos en alguna de las áreas que estuvimos analizando. Es un equipo 
interdisciplinario compuesto por educadores sociales, psicólogos, abogados y médicos. El protocolo que se 
utilizó es en base al manual, pero se consideraron los aspectos históricos y sociales del Uruguay, tratando de 
adaptar esas pautas mínimamente a la realidad nacional. Si leen el manual, verán que sería casi irrisorio 
aplicarlo literalmente; hace referencia, por ejemplo, a cada cuánto se cambian las sábanas, porque es un 
derecho dormir en un lugar limpio. Sí tratamos de adaptar esas pautas, esos estándares, a cosas mínimamente 
aceptables. 


Otro elemento que me parece muy importante explicar es que este trabajo se realizó absolutamente a fuerza 
de voluntad de los participantes. Demoramos casi doce semanas en hacer una transcripción sin ningún 
recurso económico, sin una secretaría, sin nada. Tuvimos que transcribir y ordenar todo el material que se 
juntó. Hubo dos equipos principales con los que se trabajó y un tercero investigó en los archivos. Tuvimos 
que ordenar toda la información que obtuvimos en esas horas, transcribirla, clasificarla y calificarla sin 
ningún tipo de infraestructura ni de recurso. Se hacía en horarios nocturnos y en fines de semana. Realmente, 
esto no tuvo el soporte que debió tener; por eso estamos pidiendo una instancia de monitoreo real. Como el 
Comité es una coalición de organizaciones, puede aportar porque trabajamos en la temática, pero la 
responsabilidad del monitoreo de la aplicación de la Convención de los Derechos del Niño no puede quedar 
solo a cargo de un colectivo, de una coalición. Por eso hablaba de que la excepcionalidad debería terminar 
rápidamente. Nosotros hicimos el mejor trabajo que pudimos, preocupados porque trabajamos con 
chiquilines que están en situaciones similares y tenemos nuestras vidas afectadas por eso. Creo que lo que 
motivó la realización del informe de la visita fue generar una herramienta que nos sacara de esta coyuntura 
cotidiana de ver situaciones, sospecharlas, intuirlas y no tener ninguna herramienta para decir: "Hay 
realmente elementos para sospechar estas situaciones. Tenemos que hacer algo. Hay que investigar”. 


Si nosotros hubiéramos podido elaborar el informe enseguida, no estaríamos sufriendo estas preguntas que 
también nos aquejan a nosotros: ¿"Por qué demoraron tanto?" Es que no pudimos hacerlo antes. Lo que 
hicimos, como demoramos tanto, fue solicitar al Directorio una nueva entrevista para saber si había habido 
algún cambio en la realidad y no estar planteando un informe con elementos de tanto tiempo atrás. Esa 
entrevista nunca nos fue concedida, lo que el Directorio reconoció en la última reunión que mantuvimos, por 
lo que nos pidió disculpas. Realmente, en febrero solicitamos una nueva entrevista para contrastar la 
información, y no la pudimos obtener. 


En segundo término, queremos plantear que esto es solo una herramienta de trabajo. Nosotros no estamos 
haciendo ni un diagnóstico del Instituto ni un diagnóstico de cómo todo el Estado aplica las políticas sociales 
en la Convención. Estamos tratando de aportar a un monitoreo de la situación de menores de dieciocho años 
en privación de la libertad. Eso también lo hablamos antes con el Directorio. Antes de hacer el informe, 
tuvimos una reunión donde planteamos la propuesta, presentamos la metodología de trabajo, coordinamos en 
qué tiempo pensábamos hacerlo y qué características iba a tener el informe en su estructura. El Directorio nos 
pidió que en ese informe planteáramos una visión de toda la institución. Nosotros planteamos que realmente 
estábamos focalizando muchísimo y que esa articulación la tendríamos que hacer después, desde cada lugar. 
Nadie nos nombró como evaluadores del INAU; hay muchísimo trabajo por delante que hay que realizar y 
que el INAU está de acuerdo en hacer. Todo este esfuerzo se hizo para ver cómo están los chiquilines 
encerrados, en privación de libertad. 


En ese sentido, conocemos algunos avances del INAU respecto a los programas de libertad asistida, pero no 
es eso lo que estamos evaluando. También conocemos las experiencias que tienen otros centros de la Colonia 
Berro, que hemos visitado en esa instancia, sin protocolo. Hemos estado recorriendo y sabemos que existen, 
pero eso no quita que haya un promedio de cincuenta adolescentes que están viviendo en estas condiciones 
en centros de contención. Se trata de adolescentes que están internados en el Hogar Ser y en el Hogar 
Piedras; nosotros en el informe los denominamos Centro Ser y Centro Piedras. La Colonia Berro cuenta con 
otros centros. De todas maneras, hacemos una breve introducción en cuanto a cómo están conectados esos 
centros entre sí. Todavía no hemos visitado otros centros. 


Con respecto a muchas de las preguntas que plantearon los señores Diputados, pueden encontrar respuesta en 
las documentaciones de trabajos anteriores. En la sentencia de la Jueza María Luz Vila -no sé si tuvieron 
posibilidad de acceder a ella-, muchas de las preguntas que plantean los señores Diputados están trabajadas y 
ya hay una investigación realizada con testigos. Quizás la puedan consultar para reducir algunas de las 
inquietudes. 


En cuanto a otra de las preguntas que nos formulan, sobre todo con relación al informe oficial de Uruguay 
que presenta después de diez años, debemos decir que no solo estamos enterados, sino que, además, 
acompañamos ese proceso a través de la elaboración del informe alternativo que está previsto en el marco de 
las Naciones Unidas. Junto con el Gobierno, hemos tenido espacios de intercambio, de presentación, y hemos 
trabajado sobre las recomendaciones que el Comité envía a posteriori del informe oficial. 


SEÑOR PEDERNERA.- La andanada de preguntas que tuvimos la viví en el Comité de los Derechos 
del Niño de las Naciones Unidas, en Ginebra, en donde nos hicieron 120 preguntas en media hora y las 
tuvimos que responder en una hora y media. Comprendan los señores legisladores que para responder 
en profundidad estas preguntas, necesitamos más tiempo. 


Comparto totalmente lo que dijo la señora Molas. Quiero rescatar que ninguno de los interlocutores ha puesto 
en duda la seriedad con la que trabajamos históricamente. En la prensa se puede recoger que nuestro trabajo 
es serio. Nosotros somos defensores de derechos humanos y nos paramos desde ese lugar. Y cabe señalar que 
tanto nosotros como las organizaciones hemos sentido ciertas presiones que oficialmente anuncio que hemos 
comunicado a la Unidad de Defensores de Derechos Humanos de la Comisión Interamericana porque, como 
ustedes saben, el financiamiento de muchas organizaciones en Uruguay depende exclusivamente del Poder 
Ejecutivo y, en función de eso, en distintos ámbitos se han formulado comentarios que pueden generar temor 
en nuestras organizaciones. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- ¿Dónde se hicieron las presiones? 


SEÑOR PEDERNERA.- En diferentes ámbitos. 


En la reunión que mantuvimos con el Directorio la semana pasada, nos enteramos de que hay en proceso de 
investigación veinte denuncias de la Colonia Berro. En algunos casos -por ejemplo, lo de hacer arrodillar a 
los adolescentes en las piedras-, se afirmó que pueden haber ocurrido no con funcionarios dependientes del 
INAU, sino en el traslado de esos adolescentes hacia la Colonia por efectivos policiales. Eso es lo que se dice 
y puede tener un viso de realidad. Nosotros le preguntamos si estaban en proceso de investigación algunas de 
las situaciones que el informe establecía y se nos dijo que hay algunos casos que pueden ser comparables con 
los hechos que allí se describen. 


Según nuestra metodología de trabajo, cuando terminó la visita -eso fue planteado también en la reunión con 
el Directorio-, dado que hubo compañeras que quedaron muy impresionadas con los testimonios que 
recogieron, se planteó a la Directora de la Colonia Berro que se habían constatado situaciones muy delicadas 
y que algunos adolescentes pudieron haber quedado en evidencia porque mientras estaban hablando pasaban 
algunos funcionarios, por lo que seguiríamos de cerca esa situación. 


Por otro lado, según acordamos con Rosa María Ortiz, ella intentó comunicarse con Víctor Giorgi, Carlos 
Uriarte y Julio Bango. Logró contactar con Julio Bango, a quien expresó su impresión de la visita en una 
conversación telefónica. Esos fueron los pasos acordados en respuesta a la gravedad de lo que vimos. No fue 
fácil. Hubo dos compañeras nuestras que se sintieron muy conmovidas por algunos testimonios. 


No recuerdo bien en qué período estuvo la señora Diputada Argimón al frente del Directorio, pero queremos 
recalcar que no pretendemos atacar a ningún Gobierno en particular. Esta conducta de realizar informes la 
hemos seguido históricamente en el Comité y el espíritu es mejorar las condiciones de encierro de los 
adolescentes. En ese marco, nos atenemos a eso: vamos, inspeccionamos y ese momento es como una 
fotografía que, después, plasmamos en un documento. El informe del año 2000 fue enviado a la Suprema 
Corte de Justicia, este organismo lo remitió a dos Jueces de Menores de aquel momento, la doctora Graciela 
Berro y el doctor Morales, quienes elaboraron un informe que podemos enviar a la Comisión, si lo desea, 
donde se reitera la seriedad de nuestro trabajo y se comparten muchas de las afirmaciones. Si lo leen, 
encontrarán que muchas de las cosas que establecemos en este informe ya aparecían en aquella época. 


Pero también hemos hecho informes en los años 1999 y 1998. Hacia atrás, los compañeros que nos 
precedieron también deben haber realizado informes. En ese momento no existía la computación y, por lo 
tanto, tenemos que ver si tenemos registros, pero desde 1991 el trabajo en cuanto al control ha intentado 
hacerse sistemáticamente. 


Lo que tenemos previsto y hemos planteado al Directorio es continuar con un cronograma de trabajo para 
este año. Para fines de mayo o principios de junio, estamos planificando la visita de la Asociación para la 
Prevención de la Tortura a fin de realizar una capacitación interna para inspeccionar los centros de detención, 
porque también nos interesa mejorar las condiciones en que desarrollamos nuestro trabajo. Y para fines de 
julio de este año, nos va a visitar nuevamente la Organización Mundial Contra la Tortura, que en 2003 
también fue invitada por nosotros, dado que en el Comité hay dos organizaciones afiliadas, que son IELSUR 
y SERPAJ, con el espíritu de continuar el trabajo que inició en 2003, del cual también se ha realizado un 
informe que se difundió a través de la prensa. A nosotros nos interesa que se continúe en una tarea de 
verificación para ver si las condiciones de vida de los adolescentes a los que se administra el encierro han 
mejorado. 


Por último, en el informe reconocemos que se nos enunció que en ese momento se estaba por contratar un 
servicio de emergencia médica para la Colonia y se nos dijo que se contratarían cinco enfermeros para 
administrar la medicación de los adolescentes. Invito a que se lea el fallo de la Jueza de Familia, donde los 
testimonios de tres funcionarios nombrados directamente por el Directorio del INAUÚ, uno que trabaja en la 
noche, una maestra y una asistente social, reiteran que el proceso de medicación en estos momentos es 
masivo y no individualizado a través de diagnóstico. Por eso, la Jueza ordena una reducción controlada de la 
medicación, ya que el retiro total cuando se puede haber creado un hábito también es un riesgo para la salud 
de los adolescentes. 


Dejo sentado que nos interesa volver. El número de 250 que se manejó fue tomado de la entrevista a la 
Directora General, a quien se le pregunta a cuántas personas estaba albergando la Colonia en ese momento. 


En la reunión del Directorio del lunes pasado, se nos aclaró que en este momento hay 130, pero sabemos que, 
en enero, el número aumentó considerablemente, producto de decisiones del Poder Judicial y de Fiscales, que 
son los que piden la sanción. 


Entonces, en este momento, también estamos en condiciones de hacer una valoración positiva del 
PROMESEC, que es un programa de sanciones alternativas al encierro. Se trata de una muy buena 
repartición del INTERJ, pero que hasta el momento, por decisiones judiciales, no está pudiendo desarrollarse 
en la magnitud y en el sentido que la Convención de los Derechos del Niño otorga a las sanciones. La 
Convención dice que, en este momento, la alternativa es la privación de libertad y que la regla tienen que ser 
las sanciones alternativas. Lamentablemente, en Uruguay, la regla sigue siendo la privación de libertad y no 
las sanciones alternativas. 


SEÑOR ESPINOSA.- Aquí hay una alegación de torturas y malos tratos. Se trata de algo neurálgico, 
cuya gravedad ha señalado la mayoría de los Diputados. Estamos hablando de un trabajo formulado 
con estándares internacionales, claramente establecidos, con validez técnica. Además, cuenta con la 
garantía y el aval de las Naciones Unidas. 


La primera pregunta concreta es si conforme a lo técnico, a las apreciaciones, al conocimiento, a la 
profesionalidad, a la capacitación que cada uno tiene para elaborar este informe, estos alegatos se toman 
como válidos. 


Por otra parte, se habló por ahí de presiones. A mí que no me gusta dejar cabos sueltos, me gustaría saber cuál 
es la referencia exacta -esta preocupación también es compartida por otro señor legislador-, es decir, por parte 
de quién están recibiendo esas presiones. 


Me parece que son temas neurálgicos y considero conveniente determinarlos aunque sea en dos minutos. 


SEÑOR PEDERNERA.- En cuanto a las presiones, hemos tomado los comunicados en que se nos 
intimaba a presentar la denuncia como una presión sobre nuestra tarea. Así lo visualizamos desde la 
coalición. Hay ámbitos en los que discurren las actividades de las organizaciones que forman nuestro 
colectivo en los que se esbozan comentarios. Y, a veces, esos comentarios pueden afectar procesos de 
licitación incipientes a favor o en contra. Son presiones sutiles, pero presiones al fin y al cabo que 
pueden afectar nuestra independencia en el ejercicio de nuestra tarea, porque nos condicionan. En ese 
sentido, nosotros que nos identificamos como defensores de los derechos humanos planteamos nuestra 
preocupación y queremos que lo sepa esta Comisión de Derechos Humanos 


Por otra parte, las reglas de Beijing plantean claramente los pasos y son tal como los dimos: hacemos la 
inspección, redactamos un informe y, en caso de hacer constataciones, comunicarlas. Planteaba recién que las 
comunicaciones las hicimos a través de conversaciones porque compañeras nuestras quedaron muy golpeadas 
por los testimonios que recibieron. Lo que sí pedimos -en este caso, no tenemos la certeza, sino los 
testimonios- es que se realicen los mayores esfuerzos, prestándole las garantías necesarias a los adolescentes 
y alos funcionarios para que puedan formular estas denuncias con seguridad, a fin de dilucidar la situación y 
después decir si esos alegatos que recoge nuestro informe son veraces o no. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Ya estamos en la hora fijada para terminar la reunión. Agradecemos la 
presencia del Comité. 


Sencillamente, quiero decir que ninguno de nosotros hizo valoraciones; ni siquiera entramos en profundidad 
en la cuestión. Simplemente, hicimos preguntas para tener más elementos a fin de formar una opinión. En lo 
personal -creo que los compañeros también lo comparten-, queremos que no tomen esto como una presión. 
Simplemente, uno lee cosas que escritas de la manera en que lo están son muy graves, y uno se pregunta qué 
se hizo frente a esto y por qué se demoró tanto tiempo. No es nada más que eso. 


Así que no lo tomen como una presión sino como una preocupación y la necesidad de conocer más lo que 
piensan. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lamentablemente, se nos ha ido el tiempo. Ya ha pasado la hora 15. Les 
agradecemos la presencia. Les vamos a hacer llegar la versión taquigráfica. 


En una próxima reunión, la Comisión de Derechos Humanos va a evaluar los pasos a seguir. 
SEÑOR ESPINOSA.- Luego de que se retire la visita voy a presentar una moción. 
(Diálogos) 

SEÑORA PRESIDENTA.- El tema es que el homenaje en la Cámara ya empezó. 
(Diálogos) 

SEÑORA PAYSSÉ.- Señora Presidenta: que se levante la sesión. 

SEÑOR ORTUÑO.- Mociono para que se levante la sesión. 


SEÑOR ESPINOSA.- Señora Presidenta: en realidad la moción que presenté es para que el Comité sea 
recibido el próximo miércoles. Si contamos con la voluntad de los legisladores, votamos en un segundo. 


(Diálogos) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si el señor Diputado Espinosa escuchó mis palabras, dije que ya recibimos 
la respuesta global que dio el Comité a las interrogantes de los señores Diputados y que en la próxima 
sesión íbamos a evaluarlas. No sé si me escuchó, señor Diputado Espinosa. 

SEÑOR ESPINOSA.- Sí, atentamente. 

(Diálogos) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


